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es que se agrava notablemente la posibilidad de poder salir adelante sin ayuda de la administración: 
queja 18/2564, 18/7068, 18/7309,  19/1849, 19/4020, 19/4161, 19/4655, queja 19/4665, 19/5076, 
19/6637, etc.).

En otras ocasiones, aunque en un número mucho más reducido, se plantea la necesidad de poder 
permutar o cambiar la vivienda protegida pública en la que reside la familia adjudicataria en 
régimen de arrendamiento, por otra adaptada a las necesidades especiales de su hijo o hija con 
discapacidad. Aunque no siempre las solicitudes de permuta están basadas en este motivo, por 
cuanto que las situaciones de conflictividad vecinal y social del barrio o entorno en el que se ubica 
la vivienda, o de deficientes condiciones de habitabilidad, los progenitores consideran que no son 
adecuadas para el desarrollo normalizado de sus hijos e hijas, también son objeto de queja ante esta 
oficina (queja 17/4702, queja 19/0377, queja 19/0436, queja 19/2752, queja 19/2904).

Asimismo, también se dan casos de la necesidad de permuta por una vivienda mayor en los casos 
de familias numerosas que ocupan una vivienda pública de muy reducidas dimensiones para la 
composición de los miembros de la unidad familiar, queja 19/6661.

Finalmente, para concluir no podemos dejar de hacer mención a la dramática y traumática situación 
de las personas menores que se quedan huérfanas tras el asesinato machista de sus madres. En las 
quejas de oficio incoadas en el presente ejercicio por esta Defensoría por las muertes de mujeres en 
Andalucía a manos de sus parejas o ex parejas sentimentales en 2019 que tenían hijos e hijas menores 
de edad, tras la petición de informe a los ayuntamientos de residencia y al Instituto Municipal de la 
mujer se nos da cuenta de las intervención psicológica en los primeros momentos de crisis con los 
hijos e hijas menores de la mujer víctimas de violencia de género con resultado de muerte, así como 
con el resto de sus familiares allegados, especialmente acogedores de hecho y comunidad educativa 
de los centros a los que acuden los hijos e hijas de las mujeres asesinadas por violencia de género, 
con este servicio de apoyo psicológico en crisis se pretende:

- Favorecer la recuperación emocional de las hijas e hijos de mujeres víctimas mortales de violencia 
de género, constituyéndose como un recurso de intervención temprana e integral, con perspectiva 
de género.

- Ofrecer apoyo psicológico en crisis para intentar minimizar los efectos que produzcan en el/la 
menor la muerte de su madre por violencia de género.

- Potenciar la resiliencia de los/as menores de edad y a minimizar las vulnerabilidades en el 
afrontamiento a este hecho traumático con la finalidad de prevenir a largo plazo la aparición de 
trastornos psicológicos y emocionales de mayor envergadura.

- Dar una respuesta especializada e integral a estas/os menores, que aborde la problemática de cada 
caso desde la perspectiva de género.

- Ofrecer esta atención en la localidad donde sucedan los hechos o se encuentren los/as menores.

3.1.2.5. Derecho a recibir protección en el seno de la familia

3.1.2.5.4. Problemas económicos de la familia: pobreza y exclusión social
Nuestra Constitución proclama un Estado al que define como social, democrático y de derecho. Y le 
atribuye una amplia serie de funciones que no pueden considerarse asépticas y neutrales, al margen 
del tipo de desarrollo económico y político que se practique. Basta observar todo el conjunto de 
objetivos constitucionales expresados en el Capítulo III, del Título I (artículos 39 a 52 de la Constitución), 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-adjudican-vivienda-a-familia-monoparental-victima-de-violencia-de-genero-por-grave-situacion-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-se-ponga-en-funcionamiento-el-registro-publico-municipal-de-demandantes-de-vivienda-protegida--0
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pudo-permutar-de-vivienda-por-razones-de-discapacidad
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/una-familia-podra-permutar-su-vivienda-ante-el-vandalismo-que-sufre-en-su-barrio
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-agiliza-el-tramite-de-adjudicacion-de-una-vivienda-que-le-ha-sido-reservada
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como principios rectores de la política social y económica, para comprender que en su consecución 
mucho va a tener que ver la forma y el contenido de los Presupuestos y Hacienda Pública.

La dificultad estriba en cómo pasar de estas proclamas solemnes y principios a realidades tangibles, 
mensurables, susceptibles de evaluación. Y éste es el motivo por el que diferentes organismos e 
instituciones internacionales, asociaciones y colectivos comprometidos en la defensa de los derechos 
de las personas menores de edad vienen incidiendo en la necesidad de establecer mecanismos que 
permitan controlar el reflejo presupuestario de las diferentes iniciativas de gobierno que tengan 
que ver con la infancia y juventud. Sólo disponiendo de datos cuantitativos y cualitativos sobre los 
gastos corrientes e inversiones, tanto las previstas en los diferentes programas de gasto como las 
realmente ejecutadas, relacionadas específicamente con menores de edad, se puede acometer la 
tarea de evaluar el acomodo de la acción de gobierno a las aludidas previsiones constitucionales.

Y no es baladí esta cuestión. En último Informe Anual del Defensor del Menor de Andalucía al 
Parlamento, correspondiente al ejercicio 2018, resaltamos los datos de la Encuesta de Condiciones 
de Vida de 2017, según la cual el 26,3% de los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años de 
Andalucía se encuentra en riesgo de pobreza o vive en hogares con ingresos por debajo del umbral 
de pobreza andaluz, siendo así que la tasa de pobreza relativa de las personas menores de 18 años 
es 5 puntos porcentuales más elevada que la tasa de pobreza relativa de la población de todas las 
edades (21,4%).

Las personas menores de 18 años suponen el 23,8% de todas las personas con ingresos por debajo 
del umbral de pobreza andaluz en 2017, o lo que es lo mismo, en Andalucía una de cada cuatro 
personas en riesgo de pobreza son menores de edad.

Y sabemos que las transferencias o prestaciones sociales se erigen en elementos determinantes para 
la reducción de la pobreza en la infancia, tanto que la tasa de pobreza relativa alcanzaría al 36,5% de 
las personas menores de 18 años si no se contabilizan las transferencias sociales ni las pensiones, 
(a excepción de las pensiones de jubilación y supervivencia), esto es, 10 puntos porcentuales más.

Nacer en el seno de una familia pobre es una experiencia profundamente injusta que condiciona de 
forma muy importante la vida y las oportunidades de los niños y niñas. Los efectos de la pobreza en la 
infancia dejan hondas huellas en los menores, no solo condicionan sus oportunidades de desarrollo 
presentes, sino que condicionan también su futuro, e incluso el de sus descendientes. 

Para luchar contra la pobreza infantil se ha demostrado, y así lo recomiendan organismos 
internacionales como la OCDE, que transferir recursos económicos a hogares con bajos ingresos 
reduce la pobreza y las carencias materiales, el estrés familiar, mejoran los resultados educativos de 
los niños y niñas y favorece su bienestar emocional.

La otra estrategia paralela para erradicar la pobreza infantil es garantizar un derecho a la educación 
en condiciones de equidad. La educación es nuestro mayor y mejor ascensor social que ha permitido 
ampliar las clases medias actuales que caracterizan hoy nuestro paisaje social.

Sin necesidad de ahondar demasiado en el contexto social y económico de muchas de las quejas 
que recibimos, se puede afirmar que la situación de pobreza de las familias condiciona su 
comportamiento e incide directamente en el bienestar de los hijos, comprometiendo en muchas 
ocasiones la integridad de sus derechos. Por ello hemos de señalar las ocasiones en que la queja 
relata la carencia de vivienda, o disponiendo de ella su deplorable estado y deficientes condiciones 
higiénicas. Sin que sea éste el motivo directo de la queja, que puede venir referida a una solicitud de 
vivienda social, al trámite de una pensión o cualquier cuestión relacionada con una intervención de 
la Administración, en ocasiones nos encontramos con un relato de carencias que van desde la falta 
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de medios para climatizar la estancia en la que se habita, a la no disponibilidad de un entorno en el 
los menores puedan hacer las tareas escolares, e incluso carencias graves en su alimentación.

Y la situación de pobreza no solo se restringe a los supuestos más graves como la expuesta en la 
queja 19/672 en la que el interesado se lamentaba de la utilización de menores para mendicidad 
en los aledaños de un estadio de fútbol, los días de partido; o también en la queja 19/3015, en la 
que se denuncia que familias de inmigrantes habían ocupado unas viviendas de Almería capital y 
residían en ellas junto con sus hijos en pésimas condiciones de higiene y salubridad, y en el curso 
de nuestra intervención alertamos al Ayuntamiento sobre la precaria situación, de exclusión social, 
de las personas que habitan dichas viviendas, todas ellas necesitadas de ayuda social; y también del 
estado ruinoso de las viviendas, cuya supervisión e intervención urgente, en su caso, corresponde 
también a esa Corporación Local. También la situación de pobreza engloba situaciones en apariencia 
menos grave tal como la expuesta en la queja 19/6481 alertando de la situación de riesgo de unos 
hermanos, de 11 y 14 años, que se quedan solos toda la noche por tener la madre que trabajar 
en horario nocturno y no disponer de familia extensa que pudiera hacerse cargo de ellos, ni medios 
económicos para contratar ayuda externa.

3.1.2.5.5. Familias y menores con necesidades especiales

Daremos cuenta en este apartado las actuaciones singulares realizadas por esta Defensoría para 
atender situaciones especiales en que los derechos de un menor se encontrarían seriamente 
comprometidos.

Establece el artículo 39 de la Constitución que los menores gozarán de la protección prevista en 
los acuerdos internacionales que velan por sus derechos y a tales efectos impone a los poderes 
públicos la obligación de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, así como la 
protección integral de los hijos. 

Viene al caso la alusión a este artículo de la Constitución para enmarcar la especial intervención que 
realizamos en la queja 18/5371, en la que una fundación social nos expuso el caso de una ciudadana 
de Granada, que fue detenida en la frontera en Colombia acusada de tráfico de drogas, y que a 
continuación fue condenada por dicho ilícito penal e internada en un centro penitenciario de aquel 
país, encontrándose en unas condiciones penosas junto con su hijo, de 2 años de edad.

En la queja se decía que la legislación de dicho país permite que en casos como el de esta persona, 
cuando la condena no supera determinado nivel, es posible solicitar que se cumpla en arresto 
domiciliario. El problema es que esta persona carece de familia en Colombia, ni de medios económicos 
con los que hacer frente al alquiler de una vivienda en una zona que sea especialmente conflictiva y 
peligrosa.

Por dicho motivo la citada fundación se dirigió al Defensor con la finalidad de que interviniese ante la 
Administración de la Junta de Andalucía para que en ejercicio de las competencias establecidas en el 
Estatuto de Autonomía relativas al auxilio social a los andaluces, emigrantes en el extranjero, pudiera 
proporcionar ayuda a esta mujer y su hijo, preservando de este modo los derechos que asisten al 
menor de edad.

Tras analizar el contenido de la queja nos pusimos en contacto con la Secretaría General de Acción 
Exterior para exponer la situación de esta persona y que de este modo se pudieran agilizar las 
actuaciones necesarias para atender su especial situación y al mismo tiempo garantizar los derechos 
de su hijo, menor de edad.

http://defensordelmenordeandalucia.es/colaboramos-en-la-ayuda-a-un-menor-interno-en-una-carcel-en-el-extranjero-junto-con-su-madre
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La intervención de la Secretaría General de Acción Exterior resultó exitosa, informándonos mediante 
la Orden de 20 de junio de 2018 se convocaron subvenciones a entidades sin ánimo de lucro, en 
régimen de concurrencia competitiva, destinadas a atender necesidades asistenciales y situaciones 
de extrema necesidad de personas andaluzas residentes en el extranjero (BOJA número 134, de 12 
de julio de 2018), ampliándose el plazo de solicitud de esta convocatoria por Orden de 3 de agosto 
de 2018 (publicada en BOJA número 153, de 8 de agosto de 2018).

A la convocatoria se presentó una única solicitud (con su proyecto relacionado) en fecha 14 de agosto 
de 2018 por parte de la fundación social titular de la queja, a la que se le solicitó la subsanación de la 
misma y respondiendo la entidad presentando un proyecto mejorado en el que se incluía la atención, 
dentro del concepto subvencionable de “Alquileres, a vivienda en Colombia para dos menores y sus 
madres”.

Otro asunto de especial significación abordamos en la queja 19/2989 en la que la interesada nos exponía 
su precaria situación económica, teniendo que hacer frente a solas, como familia monoparental, a 
los gastos inherentes a la crianza de su hijo. Al encontrarse en situación de desempleo y percibir 
sólo una prestación social de ayuda familiar, se dirigía al Defensor del Menor solicitando ayuda en 
relación con el problema maxilofacial y bucodental que padecía su hijo: al menor le diagnosticó el 
dentista del Distrito Sanitario Sevilla, “apiñamiento dentario y sobremordida”, recomendando que 
se sometiera a un tratamiento ortodóncico en una clínica privada ya que no está cubierto dicho 
tratamiento por la cartera de servicios y prestaciones de la sanidad pública.

La madre del menor nos decía que con sus escasos recursos económicos no podía hacer frente 
a los gastos inherentes a esa costosa atención sanitaria, y que por dicho motivo había acudido a 
los servicios sociales de zona, en donde le informaron que no estaba contemplada ninguna ayuda 
económica para esta finalidad; por tanto, se veía abocada a dejar sin solución el problema dentario 
del menor, a sabiendas de que dicho problema degenerará en problemas aún más graves en el 
futuro, los cuales serían fácilmente solucionables ahora que todavía era un niño, de 10 años de edad.

A pesar de ser conocedora esta institución del Defensor del Menor de Andalucía de que dicha 
prestación sanitaria no está expresamente recogida en la cartera de prestaciones del Sistema 
Nacional de Salud, como tampoco en las prestaciones sanitarias complementarias reguladas por 
la Junta de Andalucía, estimamos oportuno admitir a trámite la queja que nos presentaba la madre 
del menor, y ello con la finalidad de que la Dirección General de Asistencia Sanitaria nos aportase 
información sobre posibles opciones para que el dispositivo público de salud en Andalucía pudiera 
atender dicho problema dentario, el cual excede una simple cuestión estética ya que se trata de un 
problema de salud degenerativo, de tórpida evolución, que es previsible que con el paso de los años 
de lugar a enfermedades asociadas en el aparato digestivo, afectando también a la musculatura 
maxilofacial, causando una previsible mal oclusión severa.

En respuesta a nuestra petición, desde esa Dirección General nos fue remitido un informe en el que 
se recalcaba que, atendiendo a la precaria situación económica de la familia, desde dicho centro 
directivo se había gestionado para el menor una cita con un gabinete odontológico privado que, de 
forma altruista, venía tratando casos de personas con escasos recursos, para que evaluara su caso e 
informara a la madre posibles soluciones a su patología.

Con posterioridad recibimos un escrito remitido por la madre en el que nos decía que acudió a la 
cita señalada y que el odontólogo que atendió a su hijo derivó de nuevo su caso al hospital para que 
fuese evaluado por cirugía maxilofacial, habiendo pedido cita y estando a la espera de la misma. 
Después recibimos un nuevo escrito de la madre en el que nos trasladaba su desesperación por la 
falta de asistencia sanitaria a su hijo, y cómo su situación seguía degenerando con el paso del tiempo 

http://defensordelmenordeandalucia.es/finalmente-le-dieron-la-cita-para-la-ortodoncia-de-su-hijo
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sin que ella, por su situación de pobreza, pudiera costear su tratamiento, y sin que la Administración 
Sanitaria de Andalucía hubiera asumido el tratamiento que requería el menor.

Tras solicitar de nuevo la colaboración de la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados 
en Salud, este centro directivo nos informó de la nueva cita que se proporcionó a la interesada para 
que fuese atendido por el Servicio de Cirugía Oral y Maxilofacial del hospital universitario Virgen del 
Rocío de Sevilla.

3.1.2.6. Derecho a recibir protección de los Poderes Públicos

3.1.2.6.1. Infancia y adolescencia en situación de riesgo
Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación de riesgo de algún menor, 
solicitando la intervención directa del Defensor para solventar el problema. A tales efectos, por 
carecer esta institución de competencias y medios para realizar dichas actuaciones de forma directa, 
nuestra intervención se centra en derivar de forma urgente el caso a las Administraciones Públicas 
competentes para ello, efectuando un seguimiento de las actuaciones que al respecto hubieran 
podido realizar. 

Muchas de las denuncias que recibimos nos llegan procedentes de personas que tienen conocimiento 
de la situación de riesgo de algún menor por su relación de vecindad. Suele ser frecuente que en estos 
casos no nos proporcionen sus datos personales o que soliciten expresamente que estos datos no 
sean revelados, todo ello por miedo a represalias por parte de la familia u otras personas del entorno. 
En estos supuestos, y a pesar de la fragilidad inherente a un testimonio proporcionado de forma 
anónima, tras valorar las circunstancias del caso, ante la posibilidad de que pudiéramos pasar por 
alto una posible situación de riesgo, damos traslado de los hechos a la Administración más cercana 
a la familia -servicios sociales comunitarios- a fin de que, con la debidas cautelas, y procurando no 
realizar intromisiones no necesarias en la intimidad familiar, se realicen las comprobaciones que 
fueran precisas y, en su caso, se activen los mecanismos previstos para la protección de los derechos 
e interés superior de los menores.

En estas quejas/denuncias el relato suele versar sobre indicios visibles de atención inadecuada 
a algún menor, por el aspecto de su ropa, falta de higiene, por permanecer en la calle en horas 
inadecuadas, o por ser testigos directos de cómo los padres tienen un comportamiento despectivo 
respecto de los hijos -maltrato psicológico-, con gritos e insultos, a veces incluso con maltrato 
físico. También son lugares comunes en muchas de estas denuncias la situación generada por los 
problemas de drogadicción de los padres o la especial situación de riesgo que conlleva el ejercicio 
de la prostitución.

Sin dejar de lado que en algunos casos gracias a estas denuncias se tiene conocimiento por primera 
vez de la situación de riesgo de algún menor, y que gracias a ello la Administración puede intervenir 
en congruencia con la entidad de los indicios detectados, lo cierto es que tras nuestra intervención 
en la gran mayoría de las ocasiones hemos podido constatar que la situación de riesgo denunciada 
ya era conocida por los servicios sociales municipales, existiendo antecedentes de intervenciones 
con la familia, con altibajos de mayor o menor éxito, pero sin que el diagnóstico del problema, que es 
frecuente que esté cronificado, aconseje intervenciones que no pudieran ser ejecutadas en el mismo 
entorno social en que se desenvuelve la familia, sin separar a los menores de sus progenitores.
(quejas 18/6116,  19/5534, 19/3015 y 19/6147)

Más adelante aludiremos a la situación de pobreza de las familias como uno de los factores que 
inciden en las situaciones de riesgo de menores de edad, y como la situación social y económica de 
los progenitores, unido a la de su entorno social y familiar, llega a condicionar su comportamiento y 
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